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                                                                                                           Concepto No. 5569

Bogotá, D.C., 9 de mayo de 2013 
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 16, 17, 19 y 20 (parciales) de la Ley 1562 de 2012 “Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de salud ocupacional”.
Demandante: CARLOS ARTURO LÓPEZ CADENA

Magistrado Sustanciador: LUÍS ERNESTO VARGAS SILVA

Expediente No. D-9573
Concepto No. 5569
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano CARLOS ARTURO LÓPEZ CADENA, contra los artículos 16, 17, 19 y 20 (parciales) de la Ley 1562 de 2012, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

LEY 1562 DE 2012
(julio 11)

Diario Oficial No. 48.488 de 11 de julio de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se modifica el Sistema de Riesgos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia de Salud Ocupacional.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 16. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993, quedará así:

Artículo 42. Naturaleza, administración y funcionamiento de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez. Las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de invalidez son organismos del Sistema de la Seguridad Social del orden nacional, de creación legal, adscritas al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, de carácter interdisciplinario, sujetas a revisoría fiscal, con autonomía técnica y científica en los dictámenes periciales, cuyas decisiones son de carácter obligatorio, sin perjuicio de la segunda instancia que corresponde a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, respecto de las regionales y conforme a la reglamentación que determine el Ministerio de Trabajo.

Será conforme a la reglamentación que determine el Ministerio de Trabajo, la integración, administración operativa y financiera, los términos en tiempo y procedimiento para la expedición de dictámenes, funcionamiento y la inspección, vigilancia y control de estos aspectos, así como la regionalización del país para los efectos de funcionamiento de las Juntas, escala de honorarios a sus integrantes, procedimientos operativos y recursos de reposición y apelación.

PARÁGRAFO 1o. Los integrantes de las Juntas Nacional y Regionales de Calificación de Invalidez se regirán por la presente ley y su reglamentación, actuarán dentro del respectivo período y, en caso necesario, permanecerán en sus cargos hasta tanto se realice la posesión de los nuevos integrantes para el período correspondiente, serán designados de acuerdo a la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio del Trabajo.
PARÁGRAFO 2o. Las entidades de seguridad social y los integrantes de las Juntas Regionales y Nacionales de Invalidez y los profesionales que califiquen, serán responsables solidariamente por los dictámenes que produzcan perjuicios a los afiliados o a los Administradores del Sistema de Seguridad Social Integral, cuando este hecho esté plenamente probado.

Es obligación de los diferentes actores de los Sistemas de Seguridad Social en Salud y Riesgos Laborales la entrega oportuna de la información requerida y de la cual se disponga para fundamentar la calificación del origen, entre las entidades competentes para calificar al trabajador.

PARÁGRAFO 3o. El Ministerio de Trabajo deberá organizar dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, la estructura y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez como parte de la estructura del Ministerio de Trabajo.

ARTÍCULO 17. HONORARIOS JUNTAS NACIONAL Y REGIONALES. Los honorarios que se deben cancelar a las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, de manera anticipada, serán pagados por la Administradora del Fondo de Pensiones en caso de que la calificación de origen en primera oportunidad sea común; en caso de que la calificación de origen sea laboral en primera oportunidad el pago debe ser cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, conforme a la reglamentación que expida el Ministerio de Trabajo.

El Ministerio de Trabajo dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, reglamentará la materia y fijará los honorarios de los integrantes de las juntas.

PARÁGRAFO. Las juntas de calificación percibirán los recursos de manera anticipada, pero los honorarios de los integrantes sólo serán pagados hasta que el respectivo dictamen haya sido expedido y entregado, recursos que deben ser diferenciados y plenamente identificables en la contabilidad.

(…)

ARTÍCULO 19. El artículo 43 de la Ley 100 de 1993, quedará así:

Artículo 43. Impedimentos, recusaciones y sanciones. Los integrantes principales y suplentes de las Juntas Regionales y Nacional, en número impar serán designados, de acuerdo a la reglamentación que expida el Ministerio de Trabajo. Los integrantes serán particulares que ejercen una función pública en la prestación de dicho servicio y mientras sean parte de las Juntas de Calificación de Invalidez, no podrán tener vinculación alguna, ni realizar actividades relacionadas con la calificación del origen y grado de pérdida de la capacidad laboral o labores administrativas o comerciales en las Entidades Administradoras del Sistema Seguridad Social Integral, ni con sus entidades de dirección, vigilancia y control.

Los integrantes de las Juntas estarán sujetos al régimen de impedimentos y recusaciones aplicables a los Jueces de la República, conforme a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil y su trámite será efectuado de acuerdo con el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo y, como a particulares que ejercen funciones públicas, les es aplicable el Código Disciplinario Único.

PARÁGRAFO 1o. Los integrantes de la Junta Nacional y los de las Juntas Regionales de Calificación de invalidez no tienen el carácter de servidores públicos, no devengan salarios, ni prestaciones sociales y sólo tienen derecho a los honorarios establecidos por el Ministerio de Trabajo.

PARÁGRAFO 2o. Los integrantes de la Junta Nacional y los de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez no podrán permanecer más de dos (2) periodos continuos.

ARTÍCULO 20. SUPERVISIÓN, INSPECCIÓN Y CONTROL DE LAS JUNTAS DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. El Ministerio de Trabajo implementará un Plan Anual de Visitas para realizar la supervisión, inspección y control administrativo, operativo y de gestión financiera de las Juntas de Calificación de Invalidez y verificará, entre otros aspectos, los tiempos de resolución de casos, la notificación y participación real de las partes involucradas en los procesos, el cumplimiento del debido proceso y el respeto de los derechos legales de todas las partes.

Así mismo implementará un sistema de información sobre el estado de cada proceso en trámite y podrá imponer multas en forma particular a cada integrante de las juntas hasta por cien (100) salarios mínimos legales mensuales, graduales según la gravedad de la falta, por violación a las normas, procedimientos y reglamentación del Sistema General de Riesgos Laborales. Los recaudos por multas serán a favor del Fondo de Riesgos Laborales.
PARÁGRAFO. La Contraloría General de la República tendrá el control fiscal sobre los dineros que ingresen a las Juntas de Calificación de Invalidez por ser dineros de carácter público.

La Procuraduría General de la Nación tendrá el control disciplinario sobre los integrantes de las Juntas de Calificación de Invalidez por ser particulares que ejercen funciones públicas.

1.
Planteamientos de la demanda

En primer lugar, el demandante considera que el inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como el inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, vulneran el principio de reserva de ley, consagrado en el numeral 7 del artículo 150 superior, pues el Legislador, al regular la  creación de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, como entidades de la administración nacional, es quien debe señalar sus órganos superiores de dirección y administración, la forma de integración de las mismas y la designación de sus titulares. 
De otra parte, la demanda sostiene que el inciso primero y el parágrafo 3° del artículo 16 ib. vulneran el principio de autonomía de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, contenido en el artículo 113 superior, al determinar que las mismas son organismos adscritos al Ministerio de Trabajo y forman parte de la estructura de dicha entidad.

De igual manera, el impugnante estima que el artículo 16 ib., inciso segundo y  el parágrafo 1°, así como el inciso segundo del artículo 17 ib., son contrarios al principio de confianza legítima, consagrado en el artículo 83 superior, por cuanto la ley demandada no consagra disposición alguna que “señale las herramientas transitorias necesarias que permitan, a los integrantes actuales de las Juntas de Calificación de Invalidez, soportar de manera equilibrada los cambios legales en su situación de estabilidad laboral y de honorarios”.
Así mismo, el actor considera que el inciso segundo y el parágrafo del artículo 16 ib., así como el inciso segundo del artículo 17 acusado, vulneran los artículos 25 y 53 de la Carta Política, pues desconocen los derechos al trabajo, a la estabilidad laboral y a los honorarios de los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez, al otorgarle al Ministerio de Trabajo la competencia para reglamentar la integración, administración operativa y la escala de honorarios de dichas juntas. 

Igualmente, en sentir del impugnante, el parágrafo 2° del artículo 19 ib. vulnera a los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez el derecho a escoger profesión u oficio, consagrado en el artículo 26 constitucional, pues no existe justificación racional o proporcional alguna para determinar que los mismos no podrán permanecer en ellas más de dos periodos continuos.
El demandante advierte que el parágrafo segundo del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, al restringir sin justificación alguna,  la posibilidad de que los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez puedan permanecer mas de dos períodos continuos, vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.) de los miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez. Concluye que tal limitación es el producto del arbitrio del legislador y no de un conjunto de razones sustentadas en un proceso de proporcionalidad, mediante el cual se haya demostrado la necesidad e idoneidad de la medida.
Finalmente, el actor considera que el inciso segundo del artículo 20 ib. vulnera el principio de non bis in ídem, contenido en el artículo 29 superior, puesto que los miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez pueden ser juzgados dos veces por el mismo hecho, una, por el Ministerio de Trabajo y, otra, por la Procuraduría General de la Nación, pues dicha conducta se encuentra prevista como falta disciplinaria en varias disposiciones del Código Único Disciplinario, especialmente en los artículos 55, numeral 10, y 56.
2.
Problemas jurídicos
Corresponde al Ministerio Público determinar: 

2.1. Si el inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como el inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, vulneran el principio de reserva de ley, consagrado en el numeral 7 del artículo 150 superior, al determinar, por un lado, que la integración y administración operativa de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez será conforme a la reglamentación que determine el Ministerio de Trabajo y, por el otro, que los integrantes de dichas juntas se regirán por la ley acusada y su reglamento, y serán designados de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida dicho ministerio.
2.2. Si el inciso primero y el parágrafo 3° del artículo 16 ib. vulneran el principio de autonomía de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, contenido en el artículo 113 superior, al determinar que las mismas son organismos adscritos al Ministerio de Trabajo y forman parte de la estructura de dicha entidad.

2.3. Si el artículo 16 ib., inciso segundo y parágrafo 1°, son contrarios al principio de confianza legítima, consagrado en el artículo 83 superior.

2.4. Si el inciso segundo del artículo 17 ib. vulnera el principio de confianza legítima, al facultar al Ministerio de Trabajo para fijar los honorarios de los integrantes de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez.
2.5. Si el inciso segundo y el parágrafo del artículo 16 ib., así como el inciso segundo del artículo 17 acusado, vulneran los artículos 25 y 53 de la Carta Política, al desconocer los derechos al trabajo, a la estabilidad laboral y a los honorarios de los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez, al otorgarle al Ministerio de Trabajo la competencia para reglamentar la integración, administración operativa y la escala de honorarios de dichas juntas
2.6. Si el parágrafo 2° del artículo 19 ib. vulnera a los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez el derecho a escoger profesión u oficio, consagrado en el artículo 26 constitucional, al determinar que los mismos no podrán permanecer en ellas más de dos periodos continuos.
2.7. Si el parágrafo segundo del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, al restringir la posibilidad de que los miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez puedan permanecer más de dos períodos continuos, vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.). 

2.8. Si el inciso segundo del artículo 20 ib. vulnera el principio de non bis in idem, contenido en el artículo 29 superior, al establecer que el Ministerio de Trabajo podrá imponer multas en forma particular a cada integrante de las Juntas, por violación a las normas, procedimientos y reglamentación del Sistema de Riesgos Profesionales. 
Sobre el particular el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
3.1. Cargo por violación del principio de reserva de ley
Considerando que según el numeral 7 del artículo 150 de la Carta Política, invocado como violado, corresponde al Congreso de la República determinar la estructura de la administración nacional, antes de entrar a analizar la posible vulneración del principio de reserva de ley por los apartes acusados de los artículos 16 y 19 de la Ley 1562 de 2012, este Despacho tendrá en cuenta  la naturaleza jurídica de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, las cuales según el artículo 16 ib., que modificó el artículo 42 de la Ley 100 de 1993, “son organismos del Sistema de la Seguridad Social del orden nacional, de creación legal, adscritas al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, de carácter interdisciplinario, sujetas a revisoría fiscal, con autonomía técnica y científica en los dictámenes periciales, cuyas decisiones son de carácter obligatorio, sin perjuicio de la segunda instancia que corresponde a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, respecto de las regionales y conforme a la reglamentación que determine el Ministerio de Trabajo”.
En la sentencia C-1002 de 2004, la Corte Constitucional se refirió a la naturaleza jurídica de las Juntas de Calificación de Invalidez, precisando algunos aspectos que los artículos 42 y 43 de Ley 100 de 1993 no mencionaban expresamente, pero que hoy destaca la Ley 1562 de 2013. Así, en dicha providencia la Corte señaló que las juntas de calificación de invalidez son organismos de creación legal, de carácter público, que forman parte del Sistema de Seguridad Social del orden nacional, conformadas por particulares que desempeñan funciones públicas, como son las relacionadas con la calificación de la pérdida de la capacidad laboral de los usuarios de dicho sistema.

Dijo la Corte que la estructura general de las Juntas de Calificación de Invalidez está determinada por la ley y su “composición está asignada a una autoridad del nivel central de la administración pública: el Ministerio de la Protección Social, autoridad encargada de la vigilancia y control de las mismas… Por demás, los dictámenes expedidos por las juntas de calificación de invalidez se producen previo agotamiento de los procedimientos de calificación de invalidez fijados por el Gobierno Nacional… la competencia de las juntas de calificación de invalidez se encuentra expresamente delimitada por la ley, en cuanto que dichos órganos no pueden realizar función distinta a la calificación de la pérdida de la capacidad laboral de los usuarios del sistema”. 
De igual manera, la Corte manifestó que la estructura orgánica de las juntas de calificación de invalidez debe estar diseñada por el legislador, por cuanto se trata de entidades del orden nacional que se incorporan a la estructura de la administración pública. Lo anterior, de conformidad con el numeral 7º del Artículo 150 constitucional, según el cual corresponde al legislador establecer la estructura orgánica de tales entidades. 
En cuanto a la delegación del Legislador al Gobierno Nacional (artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993), para reglamentar  ciertos elementos de las juntas de calificación de invalidez, la Corte Constitucional, siguiendo la jurisprudencia contenida en la sentencia C-306 de 2004, mediante la cual analizó la exequibilidad de algunas normas del Decreto 1750 de 2003, que decretaba la escisión del Instituto de los Seguros Sociales y establecía el régimen de personal de las empresas sociales del Estado creadas a partir de dicha escisión, señaló que “la estructura orgánica de las entidades públicas comprendía ciertos elementos particulares, inherentes al acto de creación de las mismas. Dichos elementos son (i) la denominación, (ii) la naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico, (iii) la sede, (iv) la integración de su patrimonio, (v) el señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma de integración y de designación de sus titulares, y (vi) el ministerio o departamento administrativo al cual estarán adscritos o vinculados”.

Para la Corte Constitucional, los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, indicaban con claridad los elementos de la estructura orgánica de las juntas de calificación de invalidez, así:

La denominación: se denominarán Junta Nacional de Calificación de Invalidez y Juntas Regionales de Calificación de Invalidez. 
Naturaleza jurídica y régimen jurídico: los artículos 42 y 43 no hacen referencia directa a estos elementos, pero de lo dicho al comienzo de este capítulo se evidencia que estas juntas son órganos del sistema de seguridad social que ejercen una función de peritaje, técnica y de tipo operativo y que incumbe el ejercicio de una función pública consistente en la calificación de la pérdida de la capacidad laboral. En este contexto, habría que decir que el legislador tiene una amplia potestad de configuración para determinar la estructura de las entidades de la administración pública, por lo que no existe prohibición constitucional alguna para que aquél diseñe, según las conveniencias, el modelo jurídico que habrá de seguir una entidad en particular. 
La sede: La Junta Nacional de Calificación tiene sede en Bogotá. Las regionales en las capitales de departamento y en aquellas ciudades en las cuales el volumen de afiliados así lo requiera. 
La integración de su patrimonio: Los artículos 42 y 43 establecen que los miembros de las juntas de calificación de invalidez recibirán honorarios por sus servicios, lo cual hace suponer que ésta es la fuente de financiamiento de las juntas. En este aspecto, la Corte coincide con el concepto del señor Procurador General en el sentido de que dichos organismos se financian con los pagos efectuados por las entidades de previsión o seguridad social, la sociedad administradora o la compañía de seguros a la que se encuentra vinculado el afiliado. 
El señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma de integración y de designación de sus titulares: Los artículos 42 y 43 indican que las comisiones serán encabezadas por un número impar de expertos en diferentes disciplinas, que recibirán apoyo de una secretaría técnica, tal como lo indica el inciso cuarto del artículo 43 demandado. 
El ministerio o departamento administrativo al cual estarán adscritos o vinculados: según los artículos 42 y 43, dicho ministerio es el Ministerio de Trabajo y Seguridad, hoy, Ministerio de la Protección Social.

Así las cosas, la Corte concluyó que los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993 se ajustaban al ordenamiento superior, en la medida que a través de ellos el legislador “señaló el marco de integración de las juntas de calificación de invalidez, dejándole al Gobierno la regulación de aspectos secundarios de la misma, como el número de miembros y la designación de las dependencias de segundo orden de las juntas; el legislador estableció el sistema de financiamiento de las juntas; indicó la sede, las competencias, el marco general del procedimiento, los beneficiarios de los servicios prestados por ellas; el legislador señaló la autoridad nacional encargada de la vigilancia y control de las juntas…”
Así mismo, señaló la Corte que “[E]n consecuencia, cuando el legislador dispuso que el Gobierno reglamentara la integración, financiación y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez, esta Corte entiende que dicha reglamentación está llamada a contener las disposiciones que permitan la puesta en marcha de estos organismos, sin que en manera alguna pueda entenderse que la misma modificará los parámetros estructurales generales indicados en los artículos demandados…. Adicionalmente, el inciso cuarto del artículo 43 es constitucional en cuanto confiere al Gobierno la facultad de reglamentar el funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez, pues el funcionamiento de la entidad hace parte de los tópicos propiamente reservados a la función reglamentaria”.
Como consecuencia de lo anterior, la Corte a través de la sentencia C-1002 de 2012 declaró exequibles los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, por los cargos analizados en esa providencia, excepto la expresión “y demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento”, contenida en el inciso cuarto del artículo 43, que se declara INEXEQUIBLE.
Así las cosas, esta vista fiscal considera que en la sentencia C-1002 de 2004 se estudiaron los cargos presentados en esta oportunidad contra el inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como el inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012 que modificaron parcialmente los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, motivo por el cual  hay que concluir que ha operado el fenómeno de la cosa juzgada constitucional material, razón por la que se solicitará a la Corte estarse a lo resuelto en dicha sentencia frente a tales aspectos.
En caso de que la Corte Constitucional considere que no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada constitucional material, se le solicitará que declare la exequibilidad del inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como del inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, pues siguiendo el marco jurisprudencial consagrado en la sentencia 1002 de 2004, el Ministerio Público considera que las normas acusadas no vulneran el principio de reserva de ley, consagrado en el numeral 7 del artículo 150 superior. 

3.2. Cargo por violación de la autonomía de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez

Según el artículo 150, numeral 7, superior, corresponde al Congreso determinar la estructura de la administración nacional. Dicha competencia comprende la facultad de adscripción de un organismo a un Ministerio. 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-046-04, manifestó lo siguiente:
Dentro de la competencia del legislador de determinar la estructura de la administración, se encuentra la de adscribir una entidad nacional en un Ministerio con el que guarde afinidad, salvo que existiere disposición constitucional que indique a cuál debe adscribirse o vincularse; que la decisión de adscripción no implica que el órgano adscrito deba permanecer a perpetuidad en el órgano al que se adscribe y, que decisiones tanto de vincular o de adscribir una entidad a otra, es el resultado del debido entendimiento del artículo 113 de la Carta en lo que concierne a las funciones separadas de los órganos del Estado pero con la colaboración armónica, encaminada a lograr sus fines.
Por otra parte, es preciso recordar que según el artículo 16, acusado, que modificó el artículo 42 de la Ley 1562 de 2012, la autonomía de las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez es técnica y científica y se ejerce en los dictámenes periciales, cuyas decisiones son obligatorias, sin perjuicio de la segunda instancia que corresponde a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez respecto de las regionales. Pero no puede pensarse que su autonomía recae sobre otros aspectos, pues se trata de organismos integrados por particulares que cumplen funciones públicas y que por lo tanto deben estar bajo el control y vigilancia del Gobierno Nacional.

Así las cosas, no le asiste razón al demandante cuando afirma que el inciso primero y el parágrafo 3° del artículo 16 ib. vulneran el principio de autonomía de las Juntas  Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, contenido en el artículo 113 superior, al determinar que las mismas son organismos adscritos al Ministerio de Trabajo y forman parte de la estructura de dicha entidad.

3.3.  Cargo por violación del principio de confianza legítima

Acusa el impugnante que el artículo 16 ib., inciso segundo y  el parágrafo 1°, así como el inciso segundo del artículo 17 ib., son contrarios al principio de confianza legítima, consagrado en el artículo 83 superior, por cuanto la ley demandada no consagra disposición alguna que “señale las herramientas transitorias necesarias que permitan, a los integrantes actuales de las Juntas de Calificación de Invalidez, soportar de manera equilibrada los cambios legales en su situación de estabilidad laboral y de honorarios”.

De conformidad con el artículo 150 de la Carta Política, el legislador en uso de su libertad de configuración puede cambiar el ordenamiento jurídico, situación contraria, dice la Corte Constitucional, causaría que dicho ordenamiento se tornara petrificado y estático (sentencia C-785-12). Sin embargo, esa libertad de configuración legislativa está limitada, entre otros, por el principio de confianza legítima, consagrado en el artículo 83 superior, que se refiere, como su nombre lo indica, a que las personas puedan desarrollarse bajo un ordenamiento jurídico firme y previsible, que genere seguridad en los ciudadanos.
Teniendo en cuenta lo anterior, en el caso que nos ocupa se impone concluir que no se vulnera el principio de confianza legítima, por cuanto el legislador en el artículo 16, inciso segundo y  parágrafo 1°, así como en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, no modificó lo dispuesto en los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, según los cuales el Gobierno Nacional, concretamente el Ministerio de Trabajo, debe reglamentar lo relativo a la integración, el funcionamiento y los honorarios de las juntas de calificación de invalidez. Al no modificarlo, por tanto, no se ve cómo vulnera el principio acusado por el demandante
3.4. Cargo por violación al derecho al trabajo y a la estabilidad laboral de los actuales miembros de las juntas de calificación de invalidez
El demandante considera que el inciso segundo y el parágrafo del artículo 16 ib., así como el inciso segundo del artículo 17 acusado, vulneran los artículos 25 y 53 de la Carta Política, pues desconocen los derechos al trabajo, a la estabilidad laboral y a los honorarios de los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez, al otorgarle al Ministerio de Trabajo la competencia para reglamentar la integración, administración operativa y la escala de honorarios de dichas juntas. 

Para resolver este asunto basta recordar lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-1002 de 2004, al declarar la exequibilidad de los artículos 42 y 23 de la Ley 100 de 1993:

 “[E]n consecuencia, cuando el legislador dispuso que el Gobierno reglamentara la integración, financiación y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez, esta Corte entiende que dicha reglamentación está llamada a contener las disposiciones que permitan la puesta en marcha de estos organismos, sin que en manera alguna pueda entenderse que la misma modificará los parámetros estructurales generales indicados en los artículos demandados…. Adicionalmente, el inciso cuarto del artículo 43 es constitucional en cuanto confiere al Gobierno la facultad de reglamentar el funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez, pues el funcionamiento de la entidad hace parte de los tópicos propiamente reservados a la función reglamentaria”.

En este orden, hay que concluir que el inciso segundo y el parágrafo del artículo 16 ib., así como del inciso segundo del artículo 17 acusado no riñen con el ordenamiento superior, pues la mera atribución de competencia al Ministerio de Trabajo para reglamentar la integración, administración operativa y la escala de honorarios de dichas juntas no implica de manera alguna el desconocimiento de los derechos al trabajo, a la estabilidad laboral y a los honorarios de los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez, como lo afirma el demandante. 

3.5. Cargo por violación del derecho a escoger profesión u oficio
El actor alega que el parágrafo 2° del artículo 19 ib. vulnera a los actuales miembros de las Juntas de Calificación de Invalidez el derecho a escoger profesión u oficio, consagrado en el artículo 26 constitucional, al determinar que los mismos no podrán permanecer en ellas más de dos periodos continuos.
Para despachar desfavorablemente este cargo basta considerar que la fijación por el legislador de un período fijo para los integrantes de las juntas de calificación de invalidez, en ejercicio de la facultad de configuración que le otorga el artículo 150 superior, no vulnera el derecho de las personas a escoger profesión u oficio. No hay duda que el legislador puede fijar términos y modificarlos, sin desconocer el ordenamiento superior.

Así lo manifestó la Corte Constitucional en la sentencia C-722 de 1999:

El ordenamiento jurídico -en algunos casos en la misma Constitución-, señala modalidades para el desempeño de los empleos y consagra las condiciones dentro de las cuales tendrá lugar el acceso específico a ellos, el tiempo durante el cual se ejercen y las razones que dan lugar a la terminación del mismo.

3.6. Cargo por vulneración del derecho a la igualdad
Considera el actor que el parágrafo segundo del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, al restringir, sin justificación alguna, la posibilidad de que los miembros de las juntas de calificación de invalidez puedan permanecer en su cargo más de dos períodos continuos, conculca el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Carta Política. 

Sobre el particular, hay que resaltar que el principio constitucional de igualdad implica dar un tratamiento igual a quienes se encuentra en la misma situación fáctica. Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-722 de 1999 manifestó lo siguiente:

 “[e]l principio constitucional de la igualdad se traduce en el derecho que tienen todas las personas a que no se consagren excepciones o privilegios que ‘exceptúen’ a unos individuos de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias, de donde se infiere que la real y efectiva igualdad consiste en aplicar la ley en cada uno de los acaecimientos según las diferencias constitutivas de ellos.
(...)
Al apreciar el alcance del derecho a la igualdad, la Corporación también ha señalado que el objeto de esta garantía que a toda persona reconoce el artículo 13 de la Carta, no es el de construir un ordenamiento jurídico absoluto que otorgue a todas las personas idéntico trato dentro de una concepción matemática, ignorando factores de diversidad que exigen del poder público la previsión y la práctica de diferenciaciones tendientes a evitar que por la vía de un igualitarismo formal, se favorezca la desigualdad. Para ser objetivas y justas, las reglas de la igualdad ante la ley no pueden desconocer en su determinación tales factores, ya que ellas exigen regulación diferente para fenómenos y situaciones divergentes.
La igualdad exige el mismo trato para los entes y hechos que se encuentran cobijados bajo una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que presentan características desiguales, bien por las circunstancias concretas que los afectan, ya por las condiciones en medio de las cuales actúan, pues unas y otras hacen imperativo que el Estado procure el equilibrio, que en derecho no es cosa distinta que la justicia concreta” 

Tal como se señaló en el apartado anterior, el legislador es libre de señalar  un período fijo para los integrantes de las juntas de calificación de invalidez, en ejercicio de la facultad de configuración que le otorga el artículo 150 superior, sin que pueda afirmarse que con ello se vulnera el principio constitucional de igualdad, más cuando en el caso sub examine no se advierte que la norma acusada esté exceptuando a los actuales miembros de las juntas de calificación de invalidez de un derecho que se concede a otros que se encuentran en idénticas circunstancias. 
Vale recordar que  si bien la norma acusada con anterioridad a la expedición de la Ley 1562 de 2012 no tenía carácter legal, sí formaba parte de nuestro ordenamiento jurídico, pues estaba consagrada en el artículo 18 del Decreto 2463 de 2001, así:

ARTICULO 18.-Período de los miembros de las juntas de calificación de invalidez.

Los miembros de las juntas de calificación de invalidez y sus respectivos suplentes serán designados por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, para períodos de tres (3) años. Quienes hayan actuado como miembros principales no podrán ser designados para más de dos (2) períodos continuos. (Negrilla fuera de texto).
(…)
3.7. Cargo por violación del principio non bis in idem
El inciso segundo del artículo 20 de la Ley 1562 de 2012, faculta al Ministerio de Trabajo para implementar un Plan Anual de Visitas que tienen por objeto  la supervisión, inspección y control administrativo, operativo y de gestión financiera de las Juntas de Calificación de Invalidez, así como la confirmación, entre otros aspectos, de los tiempos de resolución de casos, de la notificación y participación real de las partes involucradas en los procesos, del cumplimiento del debido proceso y del respeto de los derechos legales de todas las partes.
De igual manera, el citado precepto le otorga competencia al mencionado ministerio para implementar un sistema de información sobre el estado de cada proceso en trámite y para imponer multas en forma particular a cada integrante de las juntas hasta por cien (100) salarios mínimos legales mensuales, graduales según la gravedad de la falta, por violación a las normas, procedimientos y reglamentación del Sistema General de Riesgos Laborales. Los recaudos por multas serán a favor del Fondo de Riesgos Laborales.

En sentir del actor, esa facultad sancionatoria otorgada al Ministerio de Trabajo vulnera el principio de non bis in idem, contenido en el artículo 29 superior, pues los miembros de las juntas de calificación de invalidez pueden ser sancionados por la misma conducta por la Procuraduría General de la Nación.
Según la jurisprudencia constitucional, consagrada entre otras, en la sentencia C-521-09, el derecho fundamental non bis in idem, como parte del debido proceso, busca impedir que una misma conducta tenga más de una respuesta por parte de diferentes autoridades judiciales o administrativas, en procesos que tengan identidad de sujeto, objeto y causa, siendo su finalidad última la de racionalizar el ejercicio del poder sancionatorio en general, y especialmente del poder punitivo. 
Teniendo en cuenta que los miembros de las juntas de calificación de invalidez son particulares que cumplen funciones públicas y, por lo tanto, son sujetos disciplinables, de acuerdo con el artículo 54 de la Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario, la conducta descrita en la norma acusada podría tener una respuesta por parte del Ministerio de Trabajo y otra por parte de la Procuraduría General de la Nación, sin que se desconozca la finalidad del principio non bis in ídem.

Lo anterior, por cuanto, en primer lugar, el objeto de regulación entre la norma demandada y el Código Disciplinario único difieren, puesto que la primera se refiere a la violación de normas y procedimientos del Sistema de Riesgos Laborales y, la segunda,  al desconocimiento del Código Único Disciplinario, cuya finalidad es garantizar la buena marcha de la administración pública y el cumplimiento de los principios que gobiernan dicha función, consagrados en el artículo 209 superior (art. 16 C.U.D.).

Y, en segundo lugar, que con respecto al motivo de iniciación del respectivo proceso disciplinario, resulta determinante la previsión del artículo 55 de la Ley 734 de 2002, según el cual los particulares que ejercen funciones públicas son sujetos disciplinables únicamente por la comisión de faltas disciplinarias gravísimas, excluyendo las faltas graves o leves. 

Por todo lo anterior, hay que concluir que la disposición acusada no vulnera el principio del non bis in ídem. 
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional: 

4.1. Estarse a lo resuelto en la sentencia C-1002 de 2004 en relación con el cargo de violación del principio de reserva legal, presentado contra el inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como contra el inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012 que modificaron parcialmente los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993. 
En caso de que la Corte Constitucional considere que no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada constitucional material, se le solicitará que declare la exequibilidad del inciso segundo y el parágrafo 1° del artículo 16, así como del inciso primero del artículo 19 de la Ley 1562 de 2012, pues siguiendo el marco jurisprudencial consagrado en la sentencia 1002 de 2004, las normas acusadas no vulneran el principio de reserva de ley, consagrado en el numeral 7 del artículo 150 superior. 

4.2. Declarar EXEQUIBLES los demás apartes acusados de los artículos 16, 17, 19 y 20 de la Ley 1562 de 2012, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,          

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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